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Como un pésimo regalo de fiestas patrias, la Secretaría de Gobernación retiró las medidas cautelares dictadas en 2001 por la Corte Interamericana de Derechos Humanos a favor del general brigadier José Francisco Gallardo Rodríguez, cuando se encontraba privado de la libertad en la prisión de Neza-Bordo; y las medidas provisionales fijadas el 7 de febrero de 2002 por la Comisión Interamericana de Derechos Humanos, ambas de la Organización de Estados Americanos, cuando el prisionero de conciencia obtuvo la liberación a través de un decreto firmado por Vicente Fox Quesada.

Las medidas cautelares establecidas son para la protección física, intelectual, sicológica y moral tanto de Gallardo como de su familia. Y en razón de ello el gobierno de México cumplió, desde el 1 de marzo de 2003, hasta el 16 de septiembre en que “decidió unilateralmente anularlas y sin previo aviso, no obstante que las amenazas han persistido desde mi liberación, como lo demuestro con la averiguación previa TLP-3T2/159/04-01, levantada en la Agencia del Ministerio Público TLP-3, de la Procuraduría General de Justicia del Distrito Federal, donde se demuestra que la llamada provino de un teléfono adscrito a la Secretaría de la Defensa Nacional”, se dice en la queja presentada por el afectado ante la Comisión Nacional de los Derechos Humanos con el folio 38,488 y radicada en la Segunda Visitaduría.

La simple difusión de la queja en varios domicilios electrónicos de la red, llevó a los funcionarios que están bajo las órdenes de Santiago Creel, destacadamente a Ricardo Sepúlveda, jefe de la Unidad para la Promoción y Defensa de los Derechos Humanos, a sustituir la arbitraria decisión con una grotesca burla.

El joven funcionario que presumiblemente promueve y defiende derechos universales desde la Segob, muy a tono con el discurso foxista para el extranjero, restituyó cuatro días después la escolta con tres elementos de la Secretaría de Seguridad Pública del Gobierno del Distrito Federal, para laborar 48 horas continuas, carentes de radio y armas de fuego, así como vehículo de dos puertas --contraindicados para esta función-- y sin ninguna señalización de pertenencia a la SSP.

Ricardo Sepúlveda arguye “falta de recursos económicos” para pagar los servicios de vigilancia que prestaban a Gallardo Rodríguez elementos de la Policía Bancaria e Industrial. Pero derrocha capacidad de maniobra y perversidad para convencer al general, desde el 3 y 4 de agosto, para que acepte el retiro de las medidas cautelares “a cambio” –como buenos mercaderes que confunden esa expresión con “el cambio”-- de un seguro de gastos médicos, un celular y la instalación de un sistema de seguridad en circuito cerrado, en el departamento de la familia Gallardo Enríquez.

Acuse de recibo. Desde Monterrey, Héctor Morquecho Morquecho, consultor en imagen y relaciones públicas, comparte la Utopía sobre Los enredos de Godoy.
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